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Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Mario Jaramillo Vallejo 
Demandado:


Colpensiones y Banco Caja Social
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema:



PENSIÓN DE JUBILACIÓN POR APORTES – PERIODO SIN AFILIACIÓN – CALCULO ACTUARIAL A CARGO DEL EMPLEADOR – DESAFILIACIÓN - No obstante, es del caso anotar que la juez de primera grado incurrió en un error aritmético al establecer que el periodo comprendido entre el 14 de septiembre de 1981 y el 1º de agosto de 1983, corresponde a 75.23 semanas, cuando en realidad corresponden a 96.85 semanas y en ese sentido se hará la corrección pertinente.

Sentado lo anterior se tiene entonces que según la copia de la cédula de ciudadanía que obra a folio 16, el actor el señor Mario Jaramillo Vallejo nació el 9 de febrero de 1954, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 40 años de edad, siendo beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el que conservó a pesar de haberse cambiado de régimen pensional, como él mismo lo afirma en el líbelo inicial, al acreditar 15 años laborados ante del 1º de abril de 1994, toda vez que contaba con i) 77.28 semanas reportas con el Ministerio Defensa, según la Resolución No 288162 de 2015, por medio de la cual le fue negada la prestación por parte de Colpensiones, ii) 606 semanas registradas en su historia laboral y iii) 96.71 semanas que corresponden al título pensional al que fue condenado el Banco Caja Social, para un total de 779.99 semanas equivalentes 15.16 años de servicios.

El anterior estudio permite también considerar que el régimen de transición recuperado por el demandante se extendió hasta el 31 de diciembre de 2014, de acuerdo con lo previsto por el Acto Legislativo 01 de 2005.

Conforme con lo expuesto y teniendo en cuenta precisamente que el demandante prestó sus servicios en el sector público y en el privado, el régimen pensional al que se encontraba afiliado antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, era el establecido en la Ley 71 de 1988, el cual exige a sus afiliados hombres cumplir 60 años de edad y acreditar 20 años de servicios acumulados en ambos sectores.

Los 60 años de edad los cumplió el 9 de febrero de 2014 y en cuanto al tiempo de servicios, el periodo antes contabilizado, esto es las 779,99 semanas que le permitieron continuar beneficiándose del régimen de transición, sumadas a las 270.23 registradas en su historia laboral a partir del 1º de abril de 1994, arrojan un total de 1050, semanas correspondientes a algo más que los 20 años de servicios exigidos en la Ley 71 de 1988; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación establecida en la Ley 71 de 1988.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, seis de diciembre de dos mil diecisiete, siendo las ocho de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el grado jurisdiccional de consulta contra la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 21 de junio de 2017, dentro del proceso que promueve el señor MARIO JARAMILLO VALLEJO en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y el BANCO CAJA SOCIAL, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00112-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Mario Jaramillo Vallejo que la justicia laboral declare la existencia de un contrato de trabajo entre él y el Banco Caja Social vigente entre el 14 de septiembre de 1981 y el 2 de agosto de 1983 y que como consecuencia de ello se ordene a la entidad al pago del cálculo actuarial que corresponda por los aportes pensionales no realizados por esa entidad mientras le prestó sus servicios personales.

Reclama también que una vez se realice las declaraciones y condenas anteriores, Colpensiones proceda a reconocer y pagar la pensión de vejez, como beneficiario del régimen de transición y bajo los lineamientos de la Ley 71 de 1988, a partir del 1 de enero de 2015, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Nació el 9 de febrero de 1954 por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con más de 40 años de edad; que una vez alcanzó la edad mínima para pensionarse en el año 2014, elevó solicitud pensional ante Colpensiones; no obstante le fue negada mediante Resolución No GNR 088162 de 2015, al considerar que no era beneficiario del régimen de transición de conformidad con lo dispuesto en el Acto Legislativo 01 de 2005 y no acreditó los requisitos establecidos en el artículo 33 de la Ley 100 de 1993.

Cuenta en relación con la negativa de Colpensiones que su historia laboral reporta un total de 923.29 semanas cotizadas, quedando por incluir las correspondientes al periodo comprendido entre el 14 de septiembre de 1981 y el 1º de agosto de 1983, el cual, según certificación de la entidad,  laboró al servicio de la Corporación de Ahorro y Vivienda Colmena hoy Banco Caja Social.

Indica que por las gestiones realizadas ante Colpensiones y su antiguo empleador con el fin de corregir su historia laboral, finamente en comunicación de fecha 28 de diciembre 2015, se le informó que laCorporación de Ahorro y Vivienda Colmena, solamente realizó cotizaciones a su nombre en los periodos que se reflejan en su record de aportes.
Sostiene que la cotizaciones que echa de menos le permiten alcanzar un total de 1050 semanas al sistema, las cuales resultan suficientes para acceder a la gracia pensional como beneficiario del régimen de transición, dado que, a pesar de que en el año 1998 se trasladó al régimen de ahorro individual, al entrar en vigencia la Ley 100 de 1994 tenía acreditadas 779.99 semanas.

Al contestar la demanda –fls.113 a 121- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó la mayoría de los hechos, excepto aquéllos relacionados con la calidad de beneficiario de régimen de transición del actor, pues estima que al  trasladarse al régimen de ahorro individual él perdió dicho garantía; tampoco acepta los que son ajenos a su conocimiento como lo es la actuación adelantada por el actor y su empleador en orden  a obtener la corrección de la historia laboral.  Sostiene que por el periodo que reclama, Colpensiones no reporta afiliación antes del año 1983. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” e “Improcedencia del cobro de intereses moratorios”.

El Banco Caja Social a su turno admitió los hechos relacionados con la fecha de nacimiento del actor; la certificación expedida por esa entidad en donde se acredita que aquel laboró al servicio de esa entidad entre el 14 de septiembre de 1981 y el 12 de marzo de 1990; el derecho de petición formulado por el demandante al banco para obtener los recibos de pago realizados al Instituto de Seguros Sociales; la respuesta a esa petición; la solicitud de corrección de la historia laboral de su exempleado realizada y los múltiples requerimientos efectuados por Colpensiones para que fueron aportados los soportes de los pagos, con el fin de realizar los ajustes correspondiente en el record de aportes del actor. 
Solo se opuso a la imposición de condena en costas y a la aplicación de las facultades extra y ultra petita, dado que en momento alguno se ha opuesto a la solicitud de pago respecto a las cotizaciones a la seguridad social del periodo comprendido entre el 14 de septiembre de 1981 y el 2 de agosto de 1983.
En sentencia de 21 de junio de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que el señor Mario Jaramillo Vallejo acreditó que entre el 14 de septiembre de 1981 y el 1º de agosto de 1983 existió una relación laboral entre él y el Banco Caja Social, motivo por el cual condenó a esa entidad a cancelar el titulo pensional correspondiente a 75.23 semanas, disponiendo Colpensiones lo necesario para determinar el monto que debe ser pagado por esa entidad bancaria.

Luego de establecido lo anterior, determinó la a quo determinó que el número de semanas registradas en la historia laboral más las que se reconocieron en esta oportunidad, arrojan un total de 819.56 semanas a 22 de junio de 2005, lo que le permite beneficiarse del régimen de transición hasta el 31 de diciembre de 2014.

Seguidamente, entró a verificar los requisitos previstos en el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, encontrando que el actor cumplió 60 años el 9 de febrero de 2014 y cuenta con 1.028.27 que deben aproximarse a1.029, procediendo entonces a reconocer la pensión de jubilación a partir del 1º de febrero de 2016, oportunidad en que dejó de cotizar al sistema.
A título de retroactivo pensional ordenó la suma de $11.961.631, no se ordenó el pago de los intereses moratorios toda vez que la prestación no fue reconocida bajo el marco normativo del Acuerdo 049 de 1990 o la Ley 100 de 1993.
No hubo apelación de la sentencia, por lo que al haber resultado la decisión desfavorable al actor se dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMA A RESOLVER, el que a continuación se plantea:

¿Acredita el señor Mario Jaramillo Vallejo los requisitos necesarios para que se le reconozca la pensión de jubilación que solicita?
De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
Con el propósito de dar solución al interrogante es del caso analizar los siguientes aspectos jurídicos:

LEY 71 DE 1988.

Dispone el artículo 7º de la Ley 71 de 1988, que a partir de la vigencia de dicha ley, “los empleados oficiales y trabajadores que acrediten veinte (20) años de aportes sufragados en cualquier tiempo y acumulados en una o varias de las entidades de previsión social que hagan sus veces, del orden nacional, departamental, municipal, intendencial, comisarial o distrital y en el Instituto de los Seguros Sociales, tendrán derecho a una pensión de jubilación siempre que cumplan sesenta (60) años de edad o más si es varón y cincuenta y cinco (55) años o más si es mujer”.

En consecuencia, además de la edad prevista (60 ó 55 años según se trate de hombre o mujer) para acceder a la pensión por aportes se requiere acreditar 20 años de servicios, que en términos de semanas representa 1028,57, si se toman años de 360 días, o 1042,85, si se tienen en cuenta años de 365 días.

Así lo ha sostenido la Sala de Casación Laboral en sentencias de 24 de abril de 2013 radicación Nº 42.192, SL 5062 de 29 de abril de 2015 radicación No. 48298 y más recientemente en la SL 13153 de 24 de agosto de 2016 radicación Nº 50.896 ésta última con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, en donde señaló:

“Ahora bien, si la Corte analizara el asunto bajo el actual criterio jurisprudencia vertido en la sentencia CSJ SL, 4457-2014, 26 marzo 2014 rad. 43904, y a la luz de la Ley 71 de 1988, que también constituye una de las normatividades anteriores aplicables en virtud del régimen de transición, tampoco le asistiría derecho al demandante, toda vez que, de entender que el actor cotizó un total de 1.027 semanas, no cumple con la exigencia de 20 años de servicios del artículo 7 de la dicha normativa, los cuales equivalen a 1028,57 semanas..”
EL CASO CONCRETO
Lo primero que debe indicarse es que, al encontrarse el proceso en esta Corporación para que se surta el grado jurisdiccional de consulta a favor de Colpensiones, las declaraciones y condenas en contra del Banco Caja Social, quedan por fuera de cualquier análisis en esta instancia procesal, dado que contra ellas no se interpuso ningún recurso.

No obstante, es del caso anotar que la juez de primera grado incurrió en un error aritmético al establecer que el periodo comprendido entre el 14 de septiembre de 1981 y el 1º de agosto de 1983, corresponde a 75.23 semanas, cuando en realidad corresponden a 96.85 semanas y en ese sentido se hará la corrección pertinente.
Sentado lo anterior se tiene entonces que según la copia de la cédula de ciudadanía que obra a folio 16, el actor el señor Mario Jaramillo Vallejo nació el 9 de febrero de 1954, por lo que a 1º de abril de 1994 contaba con 40 años de edad, siendo beneficiario del régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, el que conservó a pesar de haberse cambiado de régimen pensional, como él mismo lo afirma en el líbelo inicial, al acreditar 15 años laborados ante del 1º de abril de 1994, toda vez que contaba con i) 77.28 semanas reportas con el Ministerio Defensa, según la Resolución No 288162 de 2015, por medio de la cual le fue negada la prestación por parte de Colpensiones, ii) 606 semanas registradas en su historia laboral y iii) 96.71 semanas que corresponden al título pensional al que fue condenado el Banco Caja Social, para un total de 779.99 semanas equivalentes 15.16 años de servicios.
El anterior estudio permite también considerar que el régimen de transición recuperado por el demandante se extendió hasta el 31 de diciembre de 2014, de acuerdo con lo previsto por el Acto Legislativo 01 de 2005.

Conforme con lo expuesto y teniendo en cuenta precisamente que el demandante prestó sus servicios en el sector público y en el privado, el régimen pensional al que se encontraba afiliado antes de que entrara en vigencia el sistema general de pensiones, era el establecido en la Ley 71 de 1988, el cual exige a sus afiliados hombres cumplir 60 años de edad y acreditar 20 años de servicios acumulados en ambos sectores.

Los 60 años de edad los cumplió el 9 de febrero de 2014 y en cuanto al tiempo de servicios, el periodo antes contabilizado, esto es las 779,99 semanas que le permitieron continuar beneficiándose del régimen de transición, sumadas a las 270.23 registradas en su historia laboral a partir del 1º de abril de 1994, arrojan un total de 1050, semanas correspondientes a algo más que los 20 años de servicios exigidos en la Ley 71 de 1988; motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de jubilación establecida en la Ley 71 de 1988.

En cuanto a la fecha de disfrute de la prestación económica, vale indicar que si bien el demandante presentó solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de vejez el día 6 de abril de 2015, continuó cotizando hasta el 30 de enero de 2016, no porque la entidad lo haya inducido a error, sino porque, tal y como lo reflejaba su historia laboral no tenía derecho al reconocimiento pensional en virtud al régimen de transición y fue por ello que debió impetrar la acción laboral, buscando sumar periodos insolutos antes del 1º de abril de 1994.

En ese sentido, es claro que la fecha de disfrute de la prestación económica se debe fijar desde el 1º de febrero de 2016, es decir, un día después de que el accionante cesó sus cotizaciones al sistema general de pensiones, como acertadamente lo determinó la a quo.

El monto de la prestación económica es equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y al haberse causado con posterioridad al 31 de julio de 2011, tiene derecho a que se le reconozcan 13 mesadas anuales, como lo determinó la funcionaria de primer grado.
Bajo esos términos, se liquidará el retroactivo pensional causado entre el 1º de agosto de 2016 y el 31 de noviembre de 2017, como se ve en la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levante con ocasión de esta audiencia, advirtiendo que ninguna de las mesadas causadas se encuentra prescrita.

Según la tabla, tiene derecho el actor a que se le reconozca por ese concepto la suma de $16.388.347; autorizando a la Administradora Colombiana de Pensiones que descuente del mismo el 12% correspondiente a los aportes en salud.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales tercero y quinto de la sentencia proferida el 21 de junio de 2014, con el objeto de corregir el error aritmético en el que incurrió la juez de primer grado y actualizar la condena, como lo ordena el artículo 283 del C.G.P.

Sin costas en esta instancia.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales TERCERO y QUINTO de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:
“TERCERO. CONDENAR  al BANCO CAJA SOCIAL  a que cancele  a COLPENSIONES el valor del cálculo actuarial correspondiente a las cotizaciones dejadas de pagar por esa entidad como empleadora del demandante, de conformidad con la liquidación que efectúe COLPENSIONES, la cual se expedirá dentro de los 10 días siguientes a la ejecutoria de la presente decisión, por el periodo comprendido entre el 14 de septiembre de 1981 y el 1º de agosto de 1983, a razón de 96.71 semanas, con los siguientes salarios: AÑO 1981:$15.000 mensuales; AÑO 1982: $7.410 mensuales; AÑO 1983: $29.650 mensuales”  .
QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES previo al cumplimiento de lo dispuesto en el ordinal CUARTO de la sentencia consultada,  a reconocer y pagar a favor del señor JARAMILLO VALLEJO por concepto de retroactivo pensional causado entre el 1º de febrero de 2016 y el 30 de noviembre de 2017, la suma de $16.388.347, del cual deberá descontarse los aportes en salud”.
SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia que por consulta se ha conocido.
Sin costas en esta sede.
Decisión notificada en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
9

